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Acta No.   368    del 14 de agosto de 2015

Expediente No. 66001-22-13-000-2015-00331-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor José Uriel Jiménez Aristizábal contra el Director de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relata el accionante que el pasado 14 de abril solicitó a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda reconocerle un auxilio económico, al que tiene derecho como agente retirado y cotizante activo; el 10 de junio siguiente le respondieron en forma negativa; como esa decisión no fue motivada, el 17 de ese mismo mes pidió aclarar las razones de su decisión; el 6 de julio le entregaron una nueva respuesta “en la cual se nota con claridad que esta Dirección Seccional de SANIDAD POLICIAL, argumenta a su manera la forma de evadir responsabilidades, que son fáciles de mostrarles que no es como ellos la quieren hacer ver”.

2.- Considera lesionados sus derechos a la dignidad y a recibir respuesta de conformidad con las leyes, ya que, contrario a lo decidido por el accionado, no evadió sus responsabilidades pues tal como aparece en su historia clínica, el 19 de marzo radicó en Sanidad las consultas de medicina general y especializada por neurología, pero como el 21 siguiente fue sábado y a continuación empezó la “semana mayor”, no pudo radicar las órdenes médicas y debido a la urgencia que tenía, toda vez que presentaba constantes dolores de cabeza y visión borrosa, no pudo esperar a que Sanidad autorizara los servicios médicos, pues para ese efecto tardan entre 15 y 20 días.

Solicita se ordene a la autoridad demandada reconocer el auxilio económico solicitado.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto de 13 de agosto último se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor.

2.- El Jefe Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional, al ejercer su derecho de defensa, expresó que fue el accionante quien decidió asumir el valor de los lentes que requería, pues la solicitud para el auxilio económico por ese concepto fue presentada el 19 de marzo de este año y dos días después compró los anteojos de manera particular, es decir que no agotó el trámite para obtener el subsidio reclamado, a pesar de que esa Dirección de Sanidad tiene contrato vigente y presupuesto disponible con la Óptica Las Gafas, razón por la cual no se entiende su proceder, ya que al no tener un riesgo vital, ha debido esperar la valoración de esa prestadora del servicio de optometría.

Dijo además que no se discute la necesidad de lentes medicados pero, reiteró, el usuario, sin ninguna justificación, asumió el costo de los mismos y posteriormente solicitó al comité de reembolso el pago de ese valor, el cual fue negado por las razones ya expuestas; agregó que el auxilio correspondiente se otorga cada tres años, previa valoración del especialista tratante y que en este caso fue entregado el 28 de marzo de 2011; además, se le han autorizado los servicios de salud que ha requerido, esto para garantizarle su atención integral; finalmente, dijo que la pretensión del actor tiende a resolver una situación económica “la cual se sale de contexto de lo que verdaderamente protege la acción de tutela”. 
Pidió negar el amparo solicitado.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- Es sabido que el objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos las personas por el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Una de las características de esa especial acción es el constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aún existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual sus efectos son temporales y quedan supeditados a lo que resuelva de fondo la autoridad competente. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

2.- Con la acción propuesta pretende el actor se ordene a la entidad demandada, reconocer el auxilio económico solicitado el 14 de abril de 2015, relacionado con el reembolso del valor de los lentes que asumió de su propio peculio.
3.- De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, en asuntos como el que ahora ocupa la atención de la Sala, la tutela solo procede cuando la acción u omisión de la entidad encargada de prestar el servicio público de salud, amenaza o vulnera derechos fundamentales, pero en forma alguna para definir obligaciones en dinero, cuyo pronunciamiento corresponde a la jurisdicción ordinaria.

Al respecto indicó esa Corporación
:

“Finalmente, en la sentencia T-067 de 2009 se sostuvo un criterio semejante a los citados anteriormente. Al respecto la Corte indicó:
 
“Así, en sentencia T-104 de 2000 la Corte señaló:“(…) En cuanto a la pretensión relacionada con el reembolso de dineros gastados (…), en repetidas oportunidades la jurisprudencia constitucional ha sostenido
 que, en casos como en el presente la tutela sólo procede cuando la acción u omisión de la entidad encargada de prestar el servicio público de salud, amenaza o vulnera derechos fundamentales, en manera alguna para definir obligaciones en dinero, cuyo pronunciamiento corresponde a la jurisdicción ordinaria. En consecuencia, no es posible obtener por vía de tutela el pago de dichas sumas, dado que existe un mecanismo alternativo de defensa judicial, al cual [se] deberá acudir  (…), si considera que [se] tiene derecho a dicho reconocimiento (…)”..
 
Por consiguiente, esta Sala de Revisión reitera una vez más que la tutela no procede para resolver controversias sobre derechos prestacionales u obligaciones dinerarias. Frente a éstas debe acudirse ante la jurisdicción ordinaria para que sean resueltas.”

 
51. Del recuento jurisprudencial precitado se concluye que el propósito de la acción de tutela es la salvaguarda de los derechos fundamentales ante eventuales vulneraciones o amenazas ocasionadas por la acción u omisión de entidades, públicas o privadas, que tienen el deber constitucional y legal de prestar el servicio público de salud. En aquellas ocasiones en que la petición se concreta en la reclamación de una suma de dinero y no en la protección del goce efectivo del derecho, el camino constitucional y legal adecuado para tramitar este tipo de controversias es la jurisdicción ordinaria, salvo que se llegaren a presentar los estrictos requisitos enunciados por el ya referido artículo 25 del Decreto 2591 de 1991, que no se presentan en el caso bajo estudio.”
En consecuencia, no resulta posible por vía de tutela ordenar el pago de las sumas de dinero cuyo reconocimiento pretende el demandante porque no están de por medio derechos fundamentales que resulten dignos de protección y porque cuenta con un mecanismo alternativo de defensa judicial, al cual deberá acudir si considera que tiene derecho al reembolso reclamado.

De otra parte, no acreditó el citado señor estar frente a un perjuicio irremediable y este, como lo explica la Corte Constitucional: 

“…debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas estas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”
.

En el caso bajo estudio, no alegó el actor en el escrito por medio del cual solicita protección, encontrarse frente a un perjuicio de tal naturaleza y que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que pueda resultar irreversible.
En conclusión, si el demandante pretende obtener el reconocimiento de un auxilio económico con motivo de los dineros que hubo de desembolsar para adquirir unos lentes, deberá someter ese conflicto al conocimiento de los jueces ordinarios para que sean ellos quienes decidan la cuestión.
Así las cosas, resulta claro que se configuró la causal primera de improcedencia de la tutela, prevista en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que dice que no procederá cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, lo que aquí tampoco acontece.

4.- En conclusión, el amparo solicitado resulta improcedente porque no se satisface el presupuesto de subsidiaridad y así se declarará. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

1.- DECLARAR improcedente la tutela solicitada por el señor José Uriel Jiménez Aristizábal contra el Director de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda. 

2. Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

3. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(En comisión de servicios)
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